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1.  ASUNTO: 

Procede la Sala a decidir en grado jurisdiccional de consulta, las sanciones impuestas por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas dentro de los incidentes de desacato promovidos por el señor Luis Orlando Sánchez Ramírez en contra de la Nueva EPS y la empresa Temporalmente S.A.S., los cuales fueron acumulados mediante auto del 25 de junio de 2018 y en los que el despacho referido resolvió sancionar con arresto y multa a la señora Isabel Cristina Rincón Marín, representante legal de la empresa Temporalmente S.A.S y a los funcionarios José Fernando Cardona Uribe y María Lorena Serna Montoya, Presidente y Gerente Regional del Eje Cafetero de la NUEVA EPS, respectivamente, por  desacato a la sentencia de tutela mediante la cual se tuteló el derecho fundamental al mínimo vital del señor Sánchez Ramírez.

2. ANTECEDENTES:

2.1. Mediante sentencia de tutela de primera instancia del 5 de mayo de 2015 el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda tuteló los derechos fundamentales a la salud, la vida y el mínimo vital al señor Luis Orlando Sánchez Ramírez y en tal virtud, ordenó a la NUEVA EPS y a  la empresa TEMPORALMENTE S.A.S. que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, procedieran a reconocer y cancelar, todas las incapacidades laborales que le hubieran sido reconocidas al mismo y las que le siguieran generando hasta tanto recayera su obligación legal (folios 10-23 del primer cuaderno incidental).

2.2. INCIDENTE DE DESACATO No. 1:
El 31 de agosto 2016 el apoderado judicial del actor presentó un escrito ante el juzgado de primer grado, informando que la NUEVA EPS no estaba dando cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, en el entendido de que le estaban adeudando al señor Sánchez Ramírez el pago de las incapacidades desde julio de 2015 a agosto de 2016 (Fl. 1) para lo cual adjuntó copia de los certificados de las incapacidades referidas (Fls. 2-33).

Por lo anterior, el juzgado de conocimiento dispuso los siguientes requerimientos con el fin de hacer cumplir la sentencia de tutela:

· Mediante auto del 5 de septiembre de 2016 requirió previamente a la representante legal de la Nueva EPS (Fl.36), lo cual fue notificado a la Dra. María Lorena Serna Montoya a través del oficio No.01419 del 5 de septiembre de 2016(Fl.37).
· Mediante auto del 21 de septiembre de 2016 se dio apertura al incidente de desacato en contra de la NUEVA EPS y Temporalmente S.A.S. (Fls. 46 y 47). Dicha decisión fe notificada al Dr. José Fernando Cardona Uribe, Presidente de la NUEVA EPS, a la Dra. Isabel Cristina Rincón Marín (Fls. 48 y 49) y a la Dra. María Lorena Serna Montoya, representante legal de la NUEVA EPS de Pereira (Fl. 52).
Mediante auto del 26 de septiembre de 2016, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas en la parte considerativa de dicho proveído, indicó sin especificar los períodos adeudados al señor Sánchez Ramírez, que tanto la NUEVA EPS como TEMPORALMENTE S.A.S. habían demorado injustificadamente su obligación de cancelar todas aquellas incapacidades laborales que le habían sido reconocidas al peticionario por su médico tratante y evidenció que dichas entidades no habían analizado lo resuelto en la sentencia de tutela proferida en el presente proceso y en tal virtud, resolvió sancionar con tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, a la Dra. Isabel Cristina Rincón Marín, como Representante Legal de TEMPORALMENTE S.A.S., al Dr. José Fernando Cardona Uribe, como Presidente de la Nueva EPS, y a la Dra. María Lorena Serna Montoya, como Representante Legal de Nueva EPS en la ciudad de Pereira, por desacato a la sentencia de tutela proferida por dicho Despacho el 5 de mayo de 2015. Igualmente, se ordenó la remisión del expediente a esta Sala para su consulta (Fls. 53- 55).
2.3.  INCIDENTE DE DESACATO No. 2: 
El 25 de agosto de 2017 el apoderado judicial del señor Luis Orlando Sánchez Ramírez allegó un escrito por medio del cual informó que las entidades demandadas no estaban dando cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, toda vez que al accionante no le fueron canceladas las incapacidades correspondientes al período comprendido entre el 18 de julio al 1º de agosto de 2017 y del 15 de agosto al 29 de agosto de 2017 (Fls. 1 y 2), para lo cual allegó copia de los certificados de la incapacidades referidas (Fls. 10-13).
Por lo tanto, el juzgado de conocimiento dispuso los siguientes requerimientos, así:

· Mediante auto del 29 de agosto de 2017 ordenó oficiar a las representantes legales de la NUEVA EPS en Pereira y de la empresa Temporalmente S.A.S. (Fl. 14), lo cual fue notificado a la Dra. María Lorena Serna Montoya (Fl. 15) y a la Dra. Isabel Cristina Rincón Marín (Fl. 16).

· Mediante auto del 7 de septiembre de 2017 ordenó requerir al Dr. José Fernando Cardona Uribe, Presidente de la Nueva EPS  (Fl. 17), lo cual se hizo mediante el oficio No.01345  de esa misma fecha (Fl. 18).
· Mediante auto del 20 de septiembre de 2017 se ordenó iniciar el incidente de desacato y en tal sentido, dispuso oficiar a la Dra. María Lorena Serna Montoya, Gerente Seccional de la NUEVA EPS en Pereira, al Dr. Luis Fernando Cardona Uribe, Presidente de la NUEVA EPS y a la señora Isabel Cristina Rincón Marín, representante legal de Temporalmente S.A.S. (Fl. 20), lo cual fue notificado mediante los oficios Nos. 01422, 01423 y 01424 del 20 de septiembre de 2017  (Fls. 21, 22, y 23).
· Mediante auto del 2 de octubre de 2017 ordenó oficiar al fondo de pensiones PROTECCION  con el fin de que informara si había calificado la pérdida de capacidad laboral al señor Luis Orlando Sánchez Ramírez y se había reconocido al mismo la pensión de invalidez (folio 56). Dicho fondo de pensiones y cesantías respondió a la A quo que había recibido el concepto de rehabilitación del señor Sánchez Ramírez el 28 de diciembre de 2018 y en tal sentido, procedió a calificar al mismo su pérdida de capacidad laboral en 24% con fecha de estructuración del 29 de agosto de 2016, decisión que fue apelada y la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda le otorgó una PCL del  36.58% de origen común, con fecha de estructuración del 19 de enero de 2017.  Sin que se tenga conocimiento si el dictamen está en firme (Fl. 58).  
· Mediante auto del 17 de octubre de 2017 requirió a la NUEVA EPS para que aportara el certificado de la incapacidades generadas al accionante (Fl. 70), el cual fue allegado por dicha EPS a través de un escrito del 27 de octubre de 2017 donde se observan las incapacidades expedidas entre el 30 de septiembre de 2016 al 29 de septiembre de 2017 (Fls.77-79).
Mediante auto del 24 de noviembre de 2017, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas consideró que tanto la NUEVA EPS como TEMPORALMENTE S.A.S. habían demorado injustificadamente su obligación de autorizar y cancelar las incapacidades correspondientes a los períodos del 18 de julio al 1 de agosto de 2017 y del 15 al 29 de agosto de 2017 y evidenció que las entidades no habían analizado lo resuelto en la sentencia de tutela proferida en el presente proceso y en tal virtud, resolvió sancionar con tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, a la Dra. Isabel Cristina Rincón Marín, como Representante Legal de TEMPORALMENTE S.A.S., al Dr. José Fernando Cardona Uribe, como Presidente de la Nueva EPS, y a la Dra. María Lorena Serna Montoya, como Representante Legal de Nueva EPS en la ciudad de Pereira, por desacato a la sentencia de tutela proferida por dicho Despacho el 5 de mayo de 2015.  Igualmente, se ordenó la remisión del expediente a esta Sala para su consulta (Fls. 80-83).

2.4.  INCIDENTE DE DESACATO No.3: 

El 15 de noviembre de 2017 el apoderado judicial del señor Luis Orlando Sánchez Ramírez informó que la entidad accionada no estaba dando cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, toda vez que a su mandante  le fueron canceladas las incapacidades correspondientes al período comprendido entre el 30 de agosto de 2017 al 13 de septiembre de 2017 y del 14 de septiembre al 28 de septiembre de 2017 (Fls. 1 y 2) y las concernientes al período del 29 de septiembre al 13 de octubre de 2017 según se desprende de la comunicación telefónica sostenida por la Oficial Mayor del Juzgado 1º Penal del Circuito con el señor Luis Orlando Sánchez Ramírez (folio 14).

Por lo tanto, el juzgado de conocimiento dispuso los siguientes requerimientos a la entidad demandada:

· Mediante auto del 16 de noviembre de 2017 ordenó oficiar a las representantes legales de Temporalmente S.A.S y de la NUEVA EPS  (Fl. 14), por lo que dicha decisión fue notificada a la Dra. María Lorena Serna Montoya (Fl. 15) y a la Dra. Isabel Cristina Rincón Marín (Fl. 16), respectivamente.

· Mediante auto del 24 de noviembre de 2017 se dispuso requerir al Dr. José Fernando Cardona Uribe, Presidente de la NUEVA EPS  para que hiciera cumplir el fallo de tutela (Fl. 23), lo cual fue notificado a través del oficio No.01750 de esa misma fecha (Fl. 24).
· Mediante auto del 4 de diciembre de 2017 dispuso iniciar el incidente de desacato en contra de la Dra. María Lorena Serna Montoya, Gerente Seccional de la NUEVA EPS en Pereira, al Dr. Luis Fernando Cardona Uribe, Presidente de la NUEVA EPS y a la señora Isabel Cristina Rincón Marín, representante legal de Temporalmente S.A.S. (29).  Dicha decisión fue notificada a través oficios Nos.01809, 01810, 01811 del 4 diciembre de 2017 (Fls. 30-32).

Mediante auto del 24 de noviembre de 2017, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas consideró que tanto la NUEVA EPS como TEMPORALMENTE S.A.S. habían demorado injustificadamente su obligación de autorizar y cancelar las incapacidades correspondientes a los períodos del 30 de agosto al 13 de septiembre, del 14 al 28 de septiembre y del 29 de septiembre al 13 de octubre de 2017 y evidenció que las entidades no habían analizado lo resuelto en la sentencia de tutela proferida en el presente proceso y en tal virtud, resolvió sancionar con tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, a la Dra. Isabel Cristina Rincón Marín, como Representante Legal de TEMPORALMENTE S.A.S., al Dr. José Fernando Cardona Uribe, como Presidente de la Nueva EPS, y a la Dra. María Lorena Serna Montoya, como Representante Legal de Nueva EPS en la ciudad de Pereira, por desacato a la sentencia de tutela proferida por dicho Despacho el 5 de mayo de 2015.  Igualmente, se ordenó la remisión del expediente a esta Sala para su consulta (Fls. 33-36).  Dicha decisión fue notificada mediante los oficios Nos. 01802,  01803 y 01804  (Fls. 38-40).
3. CONSIDERACIONES
3.1. COMPETENCIA

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

3.2. PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde determinar a esta Corporación, si las decisiones adoptadas  por el Juzgado  1º Penal del Circuito de Dosquebradas  se encuentran ajustadas a derecho, para lo cual debe establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo analizar si el procedimiento se sujetó a las normas  y jurisprudencias que hacen relación a dicho trámite.
3.3. El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagró la acción de tutela con la finalidad de garantizar la efectiva protección de los derechos fundamentales de las personas cuando quiera que éstos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los casos establecidos en la ley, protección que se ve materializada con la emisión de una orden por parte del juez de tutela dirigida a impedir que tal situación se prolongue en el tiempo.  

3.4. Ahora bien, la Corte Constitucional en la Sentencia T-512 de 2011 contiene la naturaleza del incidente de desacato expresando lo siguiente:

“El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. De acuerdo con su formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un procedimiento: (i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio; (ii) cuyo trámite tiene carácter incidental. La Corte Constitucional ha manifestado que la sanción que puede ser impuesta dentro del incidente de desacato tiene carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y arresto, resaltando que, si bien entre los objetivos del incidente de desacato está sancionar el incumplimiento del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, ciertamente lo que se busca lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada y, por ende, la protección de los derechos fundamentales con ella protegidos.”

A su vez expresa:

“INCIDENTE DE DESACATO-Límites, deberes y facultades del Juez

La autoridad judicial que decide el desacato debe limitarse a verificar: “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T-368 de 2005). // Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho (…)”. Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que, por razones muy excepcionales, el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden inicial, siempre que se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada, señalando los lineamientos que han de seguirse para tal efecto. ”

“CUMPLIMIENTO FALLO DE TUTELA E INCIDENTE DE DESACATO-Responsabilidad objetiva y subjetiva

Siendo el incidente de desacato un mecanismo de coerción que tienen a su disposición los jueces en desarrollo de sus facultades disciplinarias, el mismo está cobijado por los principios del derecho sancionador, y específicamente por las garantías que éste otorga al disciplinado. Así las cosas, en el trámite del desacato siempre será necesario demostrar la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela. Así las cosas, el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia o el dolo de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.

ACCION DE TUTELA EN INCIDENTE DE DESACATO-Procedencia excepcional cuando se vulneran derechos fundamentales

Contra la decisión del incidente de desacato no procede ningún recurso, siendo obligatorio en cambio el grado jurisdiccional de consulta solamente en el caso en que se haya resuelto sancionar a quien ha incumplido la orden de tutela. Esta Corporación ha sostenido que excepcionalmente es posible cuestionar mediante la acción de tutela la decisión que pone fin al trámite incidental del desacato cuando se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido proceso, de cualquiera de las personas que fueron parte en la tutela previamente resuelta”.

3.5. En lo que respecta al pago de incapacidades médicas, el artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, prevé que el trabajador tiene derecho a que el empleador le pague, hasta por 180 días, un auxilio monetario por enfermedad no profesional y el reconocimiento de las incapacidades laborales, tras la entrada en vigencia del Decreto Ley 19 de 2012 (ley antitrámites), según jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-333 de 2013), señaló que el esquema de responsabilidades de los actores del SGSSI en el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales de origen común sigue siendo el mismo, de acuerdo a las siguientes pautas normativas vigentes: 

· “El pago de las incapacidades laborales de origen común iguales o menores a tres días corre por cuenta del empleador (Decreto 1049 de 1999, artículo 40, parágrafo 1°).

· Las incapacidades por enfermedad general que se causen desde entonces y hasta el día 180 deben ser pagadas por la EPS (Ley 100 de 1993, artículo 206). En todos los casos, corresponde al empleador adelantar el trámite para el reconocimiento de esas incapacidades (Decreto Ley 19 de 2012, artículo 121).

· La EPS deberá examinar al afiliado y emitir, antes de que se cumpla el día 120 de incapacidad temporal, el respectivo concepto de rehabilitación. El mencionado concepto deberá ser enviado a la AFP antes del día 150 de incapacidad (Decreto Ley 19 de 2012, artículo 142). 

· Una vez reciba el concepto de rehabilitación favorable, la AFP deberá postergar el trámite de calificación de la invalidez hasta por 360 días adicionales, reconociendo el pago de las incapacidades causadas desde el día 181 en adelante, hasta que el afiliado restablezca su salud o hasta que se dictamine la pérdida de su capacidad laboral (Decreto 2463 de 2001, artículo 23).

· Si el concepto de rehabilitación no es expedido oportunamente, será la EPS la encargada de cancelar las incapacidades que se causen a partir del día 181. Dicha obligación subsistirá hasta la fecha en que el concepto médico sea emitido.

· Si el concepto de rehabilitación no es favorable, la AFP deberá remitir el caso a la junta de calificación de invalidez, para que esta verifique si se agotó el proceso de rehabilitación respectivo y, en ese caso, califique la pérdida de la capacidad laboral del afiliado. Si esta es superior al 50% y el trabajador cumple los demás requisitos del caso, la AFP deberá reconocer la pensión de invalidez respectiva. Si es menor del 50%, el trabajador deberá ser reintegrado a su cargo, o reubicado en uno acorde con su situación de incapacidad.   (Subrayas nuestras)

3.6. Para determinar cuál entidad del Sistema General de Seguridad Social debe encargarse del pago de dichas incapacidades cuando el solicitante tiene  un concepto desfavorable de rehabilitación y una PCL inferior al 50%, la  Constitucional en la Sentencia T-401 de 2017 dispuso lo siguiente: 

“Jurisprudencia constitucional posterior a la vigencia de la Ley 1753 de 2015 en materia de incapacidades posteriores a los 540 días.
 34. En consonancia con el cambio normativo que se produjo con la introducción de la Ley 1753 de 2015 en el ordenamiento jurídico, las Salas de Revisión de esta Corporación han obedecido este mandato legal y han aplicado la disposición que, con claridad, asigna a las EPS la responsabilidad en el reconocimiento y pago de las incapacidades que se prolongan más allá de los 540 días. 
35. De este modo, en la sentencia T-144 de 2016[113], la Sala Quinta de Revisión estudió el caso de una ciudadana que sufrió un grave accidente de tránsito, el cual ocasionó que fuera incapacitada por más de 540 días. Sin embargo, se dictaminó que la tutelante tenía un porcentaje de pérdida de capacidad laboral inferior al 50%, por lo cual no cumplía con los requisitos para acceder a la pensión de invalidez, pese a que continuaba en incapacidad médica.
En este caso, la Corte concluyó que la obligación de reconocer y pagar las incapacidades posteriores al día 540 estaba a cargo de las EPS, en virtud de la Ley 1753 de 2015. En tal sentido, estableció tres reglas para la aplicación de este mandato que, en términos generales, son las siguientes: (i) existe la necesidad de garantizar una protección laboral reforzada a los trabajadores que han visto menoscabada su capacidad laboral y tienen incapacidades prolongadas pero su porcentaje de disminución ocupacional no supera el 50%; (ii) el deber legal impuesto a las EPS respecto de las incapacidades posteriores al día 540 es obligatorio para todas las autoridades y entidades del SGSSS. Sin embargo, cabe anotar que las entidades promotoras pueden perseguir lo pagado ante la entidad administradora del Sistema; y (iii) la referida norma legal puede aplicarse de manera retroactiva, en virtud del principio de igualdad[114]. 
36. Posteriormente, mediante la sentencia T-200 de 2017[115], la Sala Novena de Revisión se pronunció en relación con dos procesos de tutela acumulados y amparó los derechos de cada uno de los accionantes. En ambos casos, se habían prescrito incapacidades ininterrumpidas que sumaban más de 540 días sin que los actores pudieran acceder a una pensión de invalidez, pues en el primer caso el porcentaje de pérdida de capacidad laboral era inferior al 50% y en el segundo el actor ni siquiera había sido calificado[116].
 En el citado fallo, la Corte Constitucional entendió que “la regla actual de incapacidades que superan 540 días para personas que no han tenido una pérdida de capacidad laboral igual o superior al 50%, es que deben asumirlas las EPS”[117]. De este modo, consideró que mediante la Ley 1753 de 2015 se superó el déficit de protección que había sido evidenciado por la jurisprudencia constitucional anterior a su vigencia[118]. 

42. En este punto, conviene recordar la atribución de responsabilidades en relación con el pago de incapacidades, señalada previamente: 
 (…)  Cuadro No. 2 – Atribución legal de responsabilidad en el pago de incapacidades
	 Periodo
	Entidad obligada
	Fuente normativa

	Día 1 a 2
	Empleador
	Artículo 1º del Decreto 2943 de 2013

	Día 3 a 180
	EPS
	Artículo 41 de la Ley 100 de 1993

	Día 181 hasta 540
	Fondo de Pensiones
	Artículo 41 de la Ley 100 de 1993

	Día 541 en adelante
	EPS
	Artículo 67 de la Ley 1753 de 2015


3.7.  DEL CASO EN CONCRETO 

3.7.1.  En el caso sub examine, el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas en sentencia de tutela del 5 de mayo de 2015 al tutelar los derechos fundamental a la salud, la vida y el mínimo vital al señor Luis Orlando Sánchez Ramírez resolvió en su numeral segundo lo siguiente:  

“ORDENAR a la NUEVA E.P.S y TEMPORALMENTE S.A.S., que dentro del término máximo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a reconocer y cancelar, si aún no lo ha hecho, todas aquellas incapacidades laborales que le hayan sido reconocidas al peticionario por su médico tratante que demuestre no han sido canceladas y las que le sigan generando hasta tanto recaiga su obligación legal.”  (Subrayas propias)
3.7.2. Ahora bien, para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su acatamiento, los motivos por los cuáles no ha cumplido, y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder efectuar lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto |2591. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política.

3.7.3. Aprecia esta Sala que para proferir la decisión objeto de esta consulta el juzgado de primer nivel respetó el procedimiento establecido en relación con la NUEVA EPS, por cuanto desde el inicio del trámite se enteró tanto a la obligada de acatar el fallo, a la Gerente Regional del Eje Cafetero, doctora María Lorena Serna Montoya, como a su superior jerárquico, el doctor Luis Fernando Cardona Uribe, Presidente de dicha EPS para que hiciera los trámites respectivos con miras a su cumplimiento e iniciara el correspondiente proceso disciplinario, quienes resultaron sancionados previamente su individualización, por lo que se les garantizó su derecho fundamental al debido proceso.  Así mismo, se requirió a la representante legal de la empresa Temporalmente S.A., Dra. Isabel Cristina Rincón Marín.  Sin embargo, como dichos funcionarios no acreditaron haber acatado la orden judicial, resultaron sancionados, para lo cual el A quo tuvo buen cuidado de aportar copias de los oficios remitidos a las entidades y donde se notificó la sanción impuesta.  
3.7.4.  Luego de las sanciones impuestas a los funcionarios de la NUEVA EPS y de la representante legal de la empresa Temporalmente S.A.S, se advierte que la NUEVA EPS allegó a la Secretaría de este Tribunal las siguientes respuestas: 

RESPUESTA SOBRE LA SANCIÓN DEL 26 DE SEPTIEMBRE DE 2016:  (Fls. 6-44 DEL CUADERNO CONSULTA No.1): 

Con respecto a la exigencia del pago de las incapacidades desde julio de 2015 a agosto de 2016, la NUEVA EPS  informó que canceló al señor Luis Orlando Sánchez Ramírez las incapacidades hasta el día 180 y según la relación de las incapacidades la última pagada fue la expedida el 26/04/2015 por 15 días, es decir hasta el 01/05/2016, por lo que consideró que el fondo de pensiones al que se encuentra afiliado el mismo, debía pagar las incapacidades superiores a 180 días y porque el concepto de rehabilitación del señor Sánchez Ramírez había sido enviado a Colfondos el 5 de mayo de 2015.  Por tal razón, solicitó que se revocara la sanción impuesta el 21 de septiembre de 2016 y adjuntó con la respuesta, los siguientes escritos enviados al señor Sánchez Ramírez: 

i) Del 21 de noviembre de 2016 en donde se observa que el monto a consignar fue de $3.724.341 por los siguientes períodos (Fls. 30, 31 y 32): 

DEL AÑO 2015:             26/11/2015, 13/12/2015 y  28/12/2015
DEL AÑO 2016:  12/01/2016, 27/01/2016, 11/02/2016, 26/02/2016, 12/03/2016, 27/03/2016, 11/04/2016 y 26/04/2016 
ii) Del 26 de diciembre de 2016 por medio del cual le informó al señor Sánchez Ramírez sobre el pago de los períodos 01/07/2015  por 13 días  y 15/08/20105 por 14 días por un valor a consignar de $579.915  (Fls. 33,  34  y 35).
iii) Del 26 de diciembre de 2016 en el que le informa a la empresa Temporalmente S.A.S. que había autorizado el pago al señor Sánchez Ramírez por $279.218 correspondiente a la incapacidad expedida el 14 de septiembre de 2015 (Fls. 36, 37 y 38).
RESPUESTA SOBRE LA SANCIÓN DEL 24 DE NOVIEMBRE DE 2017 (Fls. 4-22 DEL CUADERNO CONSULTA No.2: 

Con respecto a las exigencias del pago de incapacidades correspondientes al período comprendido entre  el 18 de julio al 1º de agosto de 2017 y del 15 de agosto al 29 de agosto de 2017, la NUEVA EPS informó que se había dado cumplimiento al fallo de tutela, en el entendido de haber consignado al señor Sánchez Ramírez la suma de $1.081.985 por las incapacidades de las siguientes fechas: i) 26/04/2017 por 30 días y ii) 26/05/2017 por 14 días.  Por lo tanto, solicitó que se revocara la sanción impuesta a sus funcionarios.  Adjuntó copia del escrito dirigido al señor Luis Orlando Sánchez Ramírez sobre la consignación del valor antes referido, junto con el recibo de Bancolombia  (Fls. 4-8).

RESPUESTA SOBRE LA SANCIÓN DEL 15 DE DICIEMBRE DE 2017 (Fls. 4-15 DEL CUADERNO CONSULTA No.3: 

Con respecto a las exigencias del pago de incapacidades correspondientes al período comprendido entre  el 30 de agosto de 2017 al 13 de septiembre de 2017, del 14 al 28 de septiembre de 2017 y del 29 de septiembre al 13 de octubre de 2017, la NUEVA EPS solicitó la nulidad de lo actuado dentro de dicho trámite por cuanto no se habían vinculado al mismo al Dr. César Alfonso Grimaldo Duque, Director de Prestaciones Económicas de esa entidad y a su superior jerárquico, Dr. Seird Núñez Gallo, Gerente de Recaudo y Compensación de la NUEVA EPS.

3.7.5.  El 27 de febrero de 2018 el apoderado judicial del señor Luis Alberto Sánchez Medina radicó un escrito en la Secretaría de esta Sala, mediante el cual informó que revisado el récord de incapacidades expedidas a su mandante, en la actualidad la NUEVA EPS está debiendo las incapacidades de los siguientes meses y años, conforme a lo siguiente
:
Inferiores a 180 días: JUNIO, JULIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE DEL AÑO  2015
Posteriores a 540 días:   ENERO, FEBRERO, MARZO, JULIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE DEL AÑO 2017 
3.7.6.  De conformidad con las pruebas que reposan en los diferentes expedientes y de acuerdo a la jurisprudencia constitucional relacionada en el acápite anterior en las que se señalan cuáles son las entidades del SGSS que deben encargarse del pago de las incapacidades, esta Sala concluye que recae sobre la NUEVA EPS la obligación de cancelar al señor Luis Orlando Sánchez las  incapacidades hasta el día 180 y las ulteriores a 540 días, en tal virtud deberá pagar  al señor Sánchez Ramírez los siguientes períodos:

DEL TRÁMITE INCIDENTAL No.1: En el cual se solicitó el pago de las incapacidades desde julio de 2015 a agosto de 2016 y en las que el juzgado de conocimiento sancionó a las entidades demandas, sin especificar los períodos debidos al señor Sánchez Ramírez, esa Sala concluye que la NUEVA EPS le adeuda al mismo las siguientes incapacidades expedidas con anterioridad a los 180 días:
No. DE INCAPACIDAD 

PERIODO



FOLIO 

351110943      

      16/06/2015 al 30/06/2015
     
   3
351111837


      16/07/2015 al 30/07/2015

   5

351112269


      31/07/2015 al 14/08/2015         
   6

Expedida el 07/09/2015        29/08/2015 al 13/09/2015        
   8

 351114187


      29/09/2015 al 13/10/2015

 10

351114700


      14/10/2015 al 28/10/2015     
 11

DEL TRÁMITE INCIDENTAL No.2: (Solicitud de incapacidades del 18 de julio al 1º de agosto de 2017 y del 15 de agosto al 29 de agosto de 2017). Con posterioridad a los 540 días se adeudan:
No. DE INCAPACIDAD 

PERIODO



FOLIO 

600315166      

      18/07/2017 al 01/08/2017
     
   10

003724756

      
      15/08/2017 al  29/08/2017

    11

DEL TRÁMITE INCIDENTAL No.3: (solicitud de incapacidades del 30 de agosto de 2017 al 13 de septiembre de 2017, del 14 de septiembre al 28 de septiembre de 2017 y del 29 de septiembre al 13 de octubre de 2017). Con posterioridad a los 540 días se adeudan:
No. DE INCAPACIDAD 

PERIODO



FOLIO 

003739121      

      30/08/2017 al 13/09/2017
     
   4
003782618

               14/09/2017 al  28/09/2017

   5
003820779

               29/09/2017 al 13/10/2017

   6  

3.7.7.  En lo que respecta al pago de ENERO, FEBRERO Y MARZO DE 2017, dichos meses no fueron objeto de debate en ninguno de los trámites incidentales.

3.7.8.  En lo que tiene que ver con una de las peticiones del apoderado judicial de la NUEVA EPS
 en cuanto a que se decrete la nulidad de lo actuado por considerar que no vinculó al trámite al Dr. César Alfonso Grimaldo Duque, Director de Prestaciones Económicas y al Dr. Seird Núñez Gallo, Gerente de Recaudo y Compensación, esta Sala considera que tal solicitud no tiene sustento alguno toda vez que en el organigrama de la dicha entidad
, se pudo verificar que existen cuatro Vicepresidencias, entre las  cuales está la de Operaciones a la cual están adscritas: i) la Gerencia de Recaudo y Compensación y ii) Gerencia de Afiliaciones, sin que se pueda demostrar que la “Dirección de Prestaciones Económicas” pertenezca a dicha Vicepresidencia.  Así mismo, se desprende de dicho organigrama que la Gerencia Regional del Eje Cafetero  es una dependencia de mayor grado a la de la Gerencia de Recaudo y Compensaciones, antes referida, y que el superior jerárquico de todos los funcionarios es el Presidente. Por lo tanto,  esta Colegiatura concluye como lo hizo en otro trámite en grado de consulta
, que los funcionarios encargados de cumplir con el fallo de tutela son  la Dra. María Lorena Serna Montoya, por ser la máxima autoridad a  nivel seccional y el Dr. José Fernando Cardona Uribe, quien como Presidente de la NUEVA EPS  tiene la competencia para ordenar el pago de las incapacidades.
3.7.9 Así las cosas, esta Sala confirmará las sanciones impuestas el 26 de septiembre de 2016, el 24 de noviembre de 2017 y del 15 de diciembre de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas al Dr. José Fernando Cardona Uribe, como Presidente de la Nueva EPS, y a la Dra. María Lorena como Gerente de la Regional del Eje Cafetero de Pereira.

3.7.10. Consecuente con lo anterior, se dejará sin efecto las sanciones impuestas a la representante legal de la empresa Temporalmente S.A.S., Dra. Isabel Cristina Rincón Marín. 
 DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR las sanciones impuestas el 26 de septiembre de 2016, el 24 de noviembre de 2017 y del 15 de diciembre de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas al Dr. José Fernando Cardona Uribe, como Presidente de la Nueva EPS, y a la Dra. María Lorena como Gerente de la Regional del Eje Cafetero de Pereira.

SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTO las sanciones impuestas el 26 de septiembre de 2016, el 24 de noviembre de 2017 y del 15 de diciembre de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas a la representante legal de la empresa Temporalmente S.A.S., Dra. Isabel Cristina Rincón Marín. 
TERCERO:    Contra esta decisión no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Se adjuntó  este oficio en la parte final de los tres cuadernos de las consultas


� En la respuesta recibida en la Secretaría de esta Sala el 11 de enero de 2018 (cuaderno de consulta No.3)


� � HYPERLINK "http://www.nuevaeps.com.co/Institucional/EstructuraOrganizacional.aspx" �www.nuevaeps.com.co/Institucional/EstructuraOrganizacional.aspx�


� Auto del 22 de marzo de 2018, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque,  radicado No.66001318700120170010401, accionante Sr. Jaime Zuluaga Montoya, se confirmó parcialmente la sanción.
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